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HECHOS

PRIMERO.- El Procurador D. Ignacio López Chocarro en nombre y representación de HAARSLEV HOLDING
S.A.R.L. presentó escrito formulando demanda de exequátur de laudo arbitral extranjero dictado el 20 de
diciembre de 2018 por el Tribunal Arbitral del Instituto Danés de Arbitraje, contra la sociedad HAARLEV INVEST
y  Jose Augusto .

SEGUNDO.- Por Decreto de 10 de junio de 2019 se acordó admitir a trámite la demanda y dar traslado a la
parte demandada a fin de que en el plazo de treinta días se opusiese en debida forma, con la presentación de
los documentos justificativos que considerase necesarios.

TERCERO.- La demandada formuló oposición y por Providencia de 16 de diciembre de 2019 se dio traslado al
Ministerio Fiscal para alegaciones, el cual presentó escrito no oponiéndose a la solicitud de reconocimiento
del laudo.

Por Providencia de 10 de enero de 2020 se dio traslado a la parte demandante para alegaciones, presentando
escrito el 30 de enero de 2020

CUARTO.- Por Providencia de 6 de febrero de 2020 se acordó señalar para la votación y fallo el día 9 de marzo
de 2020.

Ha sido ponente el Ilmo. Sr. D. José Francisco Valls Gombau.

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS
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PRIMERO.- Solicitud de reconocimiento de laudo extranjero. Motivos de oposición.

1.- La petición instada por la representación de HAARSLEV HOLDING S.A.R.L. (en lo sucesivo, HGH.) tiene
por objeto el reconocimiento de laudo extranjero, dictado por el Tribunal Arbitral del Instituto Danés, el 20 de
diciembre de 2018 (en adelante El Tribunal Arbitral), contra la sociedad HAARSLEV INVEST APS (en lo sucesivo
HI.) y el Sr.  Jose Augusto  quienes se han opuesto a la petición formulando diversos motivos, tras exponer
los antecedentes que estimaba necesarios, que son:

(a) Suspensión del procedimiento de reconocimiento, al amparo de lo establecido en el art. VI del Convenio
de Nueva York (en lo sucesivo CNY).

(b) Orden público, de conformidad con lo dispuesto en el art. V. 2 b) del CNY ya que, en síntesis, el cumplimiento
de los pactos parasociales en lo relativo esencialmente a la "Salida" de los accionistas y a las cláusulas de
no competencia dependen exclusivamente de HGH, infringiendo el principio general consagrado en el art.
1256 CCiv que impide dejar al arbitrio de una de las partes el cumplimiento de un contrato. Nos encontramos,
pues, a su entender, ante un vínculo societario que tiende a una vinculación perpetua, prohibido por nuestro
ordenamiento jurídico - art. 123 LSC- y art. 123 RRM-

(c) Contravención del orden público por parte del laudo cuyo reconocimiento se interesa -art. V. 2 b) CNY- ya
que conculca el derecho de la competencia europea y española. Las cláusulas de competencia declaradas
válidas por dicho laudo exceden con creces de la finalidad para la que fueron acordadas y no presentan efectos
positivos que permitan desplazar su impacto en la libre competencia.

2.- A los efectos de su examen por este Tribunal y al amparo del CNY, hemos de precisar que conforme ha
declarado reiteradamente el TS en AATS 1 Febrero 2000, 8 Feb. 2000, 11 Abril 2000 y 4 Marzo 2003 así como
este Tribunal en los AATSJ 127/2011, de 17 de noviembre, 67/2014, de 15 de mayo y 172/2016, de 15 de
diciembre:

(a) La LA 2003 realiza una remisión al CNY que, para España, tiene y presenta un carácter universal, toda vez
que no efectuó reserva alguna a lo dispuesto en su art. 1º al adherirse al CNY, por Instrumento de 12 de mayo
de 1977 (BOE 12 Julio -1977) que entró en vigor el 10 de agosto de 1977.

(b) El citado Convenio (CNY) sujeta la obtención del exequátur a la verificación del cumplimiento de los
requisitos formales impuestos por el art. IV, al carácter arbitrable de la controversia ( art. V.2 a), y el respeto al
orden público ( art. V.2 b) que pueden ser examinados de oficio, debiendo la oponente justificar la concurrencia
de otros motivos de oposición que, de forma taxativa, dispone el art. V.1 CNY. Téngase presente que el
procedimiento de "exequátur" es esencialmente de homologación, y

(c) Debemos partir de un principio favorable a la obtención del exequatur. Nótese que existe una presunción
de la regularidad, validez y eficacia del laudo arbitral extranjero que solamente cede cuando se pruebe la
concurrencia de alguna de las causas tasadas que para la denegación del reconocimiento se establecen en el
CNY, pero desplazando la carga de justificar la concurrencia del motivo o motivos que lo pudieran impedir hacia
la parte frente a la que se pretende hacer valer la eficacia del laudo, como declaramos en los AATSJC 127/2011,
de 17 de noviembre, 67/2014, de 15 de mayo, y 172/2016, de 15 de diciembre, extremo fundamental en la
interpretación y aplicación del CNY con la clara finalidad de constituir un instrumento eficaz para el desarrollo
de las relaciones comerciales internacionales.

SEGUNDO.- Antecedentes .

1.- El 31 de marzo de 2017, HI y el Sr.  Jose Augusto  presentaron ante el Instituto Danés del Arbitraje demanda
contra HGH, en la que se solicitaba como pretensión principal que:

" El demandado (HGH) debe reconocer que las cláusulas restrictivas del Acuerdo de Accionistas, cláusula
10.2, véase Anexo I, y en el Acuerdo de Gestión de Accionistas cláusula 10.2, véase Anexo II, son nulas o
subsidiariamente han prescrito y, por lo tanto no son aplicables".

Seguidamente y mediante tres peticiones subsidiarias se insta a una aplicación de los Acuerdos por tiempo
determinado y con algunos requisitos.

Por su parte HGH formula las siguientes pretensiones:

(i).- Desestimación de todas las pretensiones de los demandantes (HGH y el Sr.  Jose Augusto ).

(ii).- Los demandantes deben reconocer que las cláusulas son válidas y aplicables conforme a su redacción, y

(iii).- Los demandantes deben reconocer que el demandado tiene derecho a adquirir todas o parte de las
acciones y garantías de los demandantes en Haarslev Group Holding A/S (HGH) que se hubieran adquirido
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de conformidad con el programa PIM (Acciones "PIM") al precio más bajo entre el valor justo de mercado y el
precio original de adquisición cf. La cláusula 4.2.2 del Acuerdo de Gestión de Accionistas.

2.- A dichos efectos, debe hacerse constar que las cláusulas de no competencia se acordaron como parte
de una operación comercial en la que HGH fue vendida a la empresa de capital riesgo Altor, con el Sr.  Jose
Augusto  continuando como accionista minoritario (indirecto) y con el siguiente contenido (cl. 10.2):

"Ni el Garante ni la Sociedad Holding podrá, sin el consentimiento previo por escrito de Altor, mientras el Garante
y la Sociedad Holding sean Parte, y durante los dos años siguientes, directa o indirectamente, tener una relación
o hacer negocios con empresas que compitan con la actividad empresarial del Grupo, bien como propietarias,
copropietarias, miembros del Consejo de Administración, asesores, consultores o empleados o de cualquier otro
modo".

Ese mismo día, HGH y HI, según consta en el F 8. 1 del laudo, celebraron el Acuerdo de Gestión de Accionistas
que se dispone en un sentido similar.

En la decisión del Tribunal (F.8.1 del laudo) se declara que a menos que el demandado (HGH) compre las
acciones de los demandantes (HI y el Sr.  Jose Augusto ), estos siguen siendo parte de los Acuerdos de
Accionistas y, por ende, ambas cláusulas de no competencia serán de aplicación a partir de 2 años tras su
"salida". Esto se refleja, según el laudo, entre otras cosas "... en la cláusula 6. 1.1 mediante la cual l as Partes
procuraran lograr una salida que maximice el valor de la inversión" y la cláusula en términos similares en el
Acuerdo de Accionistas". Y añade que " Es la naturaleza de una obligación de no competencia cubrir un tiempo
posterior a la cesación de las obligaciones mutuas..."

Según el laudo arbitral en su F. 8.1.2 la cuestión surge con respecto a si las cláusulas de no competencia son
nulas o han prescrito en momento anterior a dos años. Alegaron los demandantes el Sr.  Jose Augusto  y HI
que las cláusulas de competencia se encuentran sometidas al art. 38. 2 de la ley de contratos danesa y que
celebró los acuerdos (el Sr.  Jose Augusto ) en su calidad de empleado como CEO, mientras que HGH afirma
que dichas cláusulas fueron asumidas en calidad de inversores genuinos.

Al respecto, el Tribunal observa que los demandantes vendieron sus acciones en Haarslev Industries y
recibieron 340 millones de coronas danesas bajo la condición de que reinvirtieran 110 millones en HGH. Y los
demandantes no pueden vender sus acciones sin el consentimiento del demandado siendo que " los acuerdos
incluyen disposiciones de tag along (derecho de arrastre) y drag along (derecho de acompañamiento).. y si bien
es cierto que el Sr.  Jose Augusto  continuaría como CEO hasta su salida o casi su salida, no se le dio ninguna
garantía en este sentido". Por tanto el tribunal falla que los acuerdos con el Sr.  Jose Augusto  se celebraron
en su "... calidad de inversor y no en su calidad de empleado...( no ) siendo de aplicación el art. 38. 2 de la ley
de contratos..."

Asimismo, el Tribunal considera que "... las cláusulas de no competencia tras la salida no exceden lo que el
Sr.  Jose Augusto  pudiese razonablemente esperar en base a los acuerdos que firmó, las negociaciones que
mantuvo y la necesidad del demandado (HGH) de protegerse contra la competencia".

El demandado -continúa el laudo- ha manifestado su interés en que los demandantes se mantengan como
parte en de los acuerdos de accionistas hasta la salida y evitar que el Sr.  Jose Augusto  participase en
una compañía como Oestergaard A/S que compite con HGH. Por ello, las cláusulas de no competencia y su
duración fueron de una importancia vital. Se desprende tanto de la práctica general de los FDCR (Fondos de
capital riesgo, como Altor) y de las explicaciones de  Ángel Jesús  que la salida del FDCR sucedería en un
futuro próximo, con las subsiguientes garantías para los inversionistas minoritarios.

Respecto a la duración de dos años se considera por el Tribunal Arbitral teniendo en cuenta el contexto en que
fueron suscritas que los acuerdos celebrados con el Sr.  Jose Augusto  lo son en su ".. calidad de inversor y no
en su calidad de empleado", no siendo aplicable el art. 38.1 de la Ley de contratos. Y añade que las cláusulas
de no competencia no conllevan una restricción injustificada. Esta conclusión se ve respaldada, además, por
las circunstancias que dieron lugar al despido del el Sr.  Jose Augusto  y que el Tribunal considera lo fue por
justa causa (C/ la cláusula 4.2.2 del acuerdo de gestión de accionistas)

3.- En relación con la vulneración de las normas de Derecho de la competencia, se declara por el Tribunal
(FJ.8.3) ".. que en marzo de 2012 CO era CEO de Haarslev y firmó los Acuerdos en calidad de inversor. La mera
capacidad de una persona física o jurídica como miembro o accionista no puede considerarse una empresa..."

Aun siendo cierto que el Sr.  Jose Augusto  fue y sigue siendo un potencial competidor "... en marzo de 2012 -
al momento de los acuerdos ninguno de los demandantes era una entidad con actividad económica. Ni CO ni su
compañía ofrecían productos o servicios en el mercado, las ofertas se hacían por parte de Haarslev Industries
A/S"
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4.- En la pretensión 3 del demandado (F. 8. 4) se parte de que el Sr.  Jose Augusto  fue despedido por justa causa
y según la cláusula 4.2.2 del Acuerdo de Gestión de accionistas se concede a Altor el derecho a la compra de
las acciones. Y por ende conforme a la cláusula 7 ".. un incumplimiento de la cláusula 10 se considera como
un incumplimiento material del acuerdo ..que concede el derecho a Altor ... adquirir las acciones de inversor de
gestión.."

Nótese que en el contexto de la valoración de las pruebas practicadas ante el Tribunal se considera que
la participación de el Sr.  Jose Augusto  en la reunión de 13 de mayo de 2017 entre Russian Protein y
Oestergaard A/S constituye ".. un incumplimiento de la cláusula 10.2 del acuerdo de gestión de accionistas
y que el incumpliendo otorga al demandado el derecho a comprar las acciones de inversor de gestión de los
demandantes según la opción 2".

Y respecto a la pretensión 3 del demandado (HGH) se considera por el Tribunal, que en este contexto la
participación del Sr.  Jose Augusto  en la reunión (descrita en el laudo -8.5-) constituye un incumplimiento de
la cláusula 10.2 del Acuerdo de Gestión de Accionistas, y que el incumplimiento otorga a HGH el derecho a
comprar las acciones de los demandantes según la opción 2.

En definitiva, el Tribunal desestima todas las pretensiones de los demandantes y seguidamente estima las
pretensiones 2 y 3 de HGH. Nótese que la pretensión 1 era la desestimación de las peticiones de HI y el Sr.
Jose Augusto  que han sido rechazadas.

TERCERO.- Suspensión del laudo .

1.- En el primero de los motivos se solicita la suspensión del presente procedimiento de reconocimiento del
laudo arbitral y se alega que la resolución se encuentra pendiente de un recurso de anulación presentado el
19 de marzo de 2019 ante el Tribunal Marítimo y Comercial de Dinamarca, motivo que se fundamenta en el
art. VI. 1 e) CNY.

A estos efectos, hemos de partir que el laudo resulta obligatorio, sin que los oponentes hayan formulado su
oposición con fundamento en el art. V.1 e) CNY ni tampoco consta que junto a la anulación ante el Tribunal
Marítimo danés se obtuviera la suspensión del laudo. Ahora bien, dicho aplazamiento se insta, en la actualidad,
ante este Tribunal frente al reconocimiento postulado por HGH. Respecto al citado aplazamiento hemos de
partir de lo dispuesto en el art. VI CMY que dispone:

" Si se ha pedido a la autoridad competente prevista en el art. V.1-e) la anulación o la suspensión de la sentencia
arbitral, la autoridad ante la cual se invoca dicha sentencia podrá, si lo considera procedente, aplazar la decisión
sobre la ejecución de la sentencia, y, a instancia de la parte ...... de garantías apropiadas".

2.-Para resolver la cuestión, hemos de tener presente que:

a) El reconocimiento del laudo pedido en España se solicita en el domicilio de la Empresa Nissen & Nissen con
domicilio en Consejo de Ciento, 413-415 de Barcelona.

b) La petición que se formula se fundamenta en que HI y el Sr.  Jose Augusto  siguen sin cumplir las
obligaciones que impone el laudo ya que HGH tiene ".. intención de instar su ejecución contra HI y el Sr.
Jose Augusto  , ".. debido a la actividad desarrollada por estos en la Empresa citada..." y por ello insta el
reconocimiento del laudo.

c) El reconocimiento que se solicita se refiere a la declaración de validez de las cláusulas de no competencia
(1 y 2), pronunciamientos que tienen naturaleza declarativa dirigidas frente al Sr.  Jose Augusto  y HI por su
participación en la actividad de Nissen & Nissen quien no ha sido parte en el proceso de reconocimiento ni
tampoco en el laudo arbitral.

3.- La decisión de aplazar la ejecución se podrá solicitar cuando se haya instado la anulación del laudo, como
consta en el caso de autos, condicionado a que:

(a) La autoridad competente lo considere procedente, y

(b) A instancia de la parte se den las garantías apropiadas, es decir, la correspondiente caución que se ofrece
en el caso examinado en la cuantía de 50.000 euros o el mayor importe que estime el Tribunal.

4.- El art. 521.1 LEC 2000 declara que " No se despachará ejecución de las sentencias meramente declarativas
ni de las constitutivas".

En el caso controvertido, centrado el reconocimiento del laudo en la validez de las cláusulas de no competencia
suscritas entre el Sr.  Jose Augusto  y HI con HGH con la finalidad de instar su cumplimiento por su posible
quebrantamiento al participar el Sr.  Jose Augusto  y HI en la empresa Nissen & Nissen, resulta que su
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aplazamiento no sería una ejecución propiamente dicha sino con efectos prejudiciales que deberán ser
sustanciados en otro procedimiento cuyo alcance y extensión no nos corresponde examinar en esta sede.

A dichos efectos, estima la Sala que no procede el aplazamiento pues no se dan razones suficientemente
sólidas para su concesión que no pueden ser fundamentadas como solicitan el Sr.  Jose Augusto  y HI en: (i)
la interposición y sustanciación de un recurso de anulación en Dinamarca que no consta haya comportado
la suspensión del laudo y se afirma que su terminación podrá ser a mediados de 2.020, lo que no impide,
como hemos señalado, el reconocimiento del laudo que sigue siendo obligatorio aunque sujeto a un recurso
de anulación en Dinamarca, ( ii) Se hayan infringido normas de orden público, cuestión que examinaremos
posteriormente y cuya estimación, en su caso, no sería un supuesto de aplazamiento sino de denegación del
reconocimiento del laudo y (iii) Sustancialmente, por la naturaleza de los pronunciamientos sobre la validez
de las cláusulas de competencia que tienen carácter declarativo y, por ende, no resulta posible una ejecución
propia, al pretenderse no solo contra al Sr.  Jose Augusto  y HI sino también contra Nissen & Nissen que
no ha sido parte ni en el laudo arbitral ni en el proceso de reconocimiento y todo ello frente a un presunto
tercero, lo que, en su caso, podría ser sustanciado en otro proceso en que el reconocimiento del laudo tendría
un carácter prejudicial, sin que los perjuicios por no estimar el aplazamiento sean irreversibles atendido el
contenido, naturaleza y efectos de los pronunciamientos que pretenden hacerse valer en España.

A tenor de lo afirmado, procede, pues, desestimar dicha causa y no acordar su suspensión.

CUARTO.- I nfracción de principios esenciales del Derecho español con trascendencia de orden público

1.- Alegan HI y el Sr.  Jose Augusto  como motivo de oposición, al amparo del art. V.2 b) CNY, que el
reconocimiento del laudo es contrario al orden público infringiendo normas esenciales del ordenamiento
jurídico español.

Sucintamente se podría resumir la posición de los demandantes en que la duración de la obligación de no
competencia contenida en las cláusulas restrictivas se encuentra vinculada a la "salida" de alguna de las partes
que suscribieron los Acuerdos de Accionistas, sin que se establezca una duración determinada. De manera que
mientras el socio mayoritario Altor, no otorgue su consentimiento para transmitir las acciones, las cláusulas
de no competencia no desplegarán sus efectos para el Sr.  Jose Augusto  y HI. En este aspecto, considera la
representación del Sr.  Jose Augusto  y HI que dichas cláusulas de no competencia se encuentran prohibidas
en el ordenamiento jurídico español pues se trata de estipulaciones estatutarias que hacen prácticamente
intransmisibles las acciones (artos. 123 LSC y 123 RRM), como sería en el caso examinado la concurrencia
del necesario consentimiento del socio mayoritario.

Frente a ello, HGH niega que el laudo perpetúe una situación para HI y el Sr.  Jose Augusto  que les obliga hasta
que el socio mayoritario (Altor) autorice la salida de la compañía. Se señala por HGH que la exigencia de la
autorización previa lo es en virtud de la cláusula 2.2 y que HI y el Sr.  Jose Augusto  renunciaron a cualquier
derecho que pudiera entrar en colisión con la cláusula 2.1 y que Altor no podrá denegar injustificadamente una
solicitud de HI y el Sr.  Jose Augusto  para hacer uso de sus acciones. Y en cualquier caso las Partes previeron
que esta cláusula quedaba sujeta a la cláusula 8 de Incumplimiento contractual. Asimismo, la dificultad de la
venta de las acciones no supone que nos encontremos ante una cláusula perpetua o contraria al orden público.
Incluso HI y el Sr.  Jose Augusto  rechazaron una opción de venta, lo que va contra el principio de actos propios.

2.- El orden público que se ampara en el art. V. 2 b) CNY ha sido identificado jurisprudencialmente, por un lado,
con el material, y por otro, relacionado con el contenido del art. 24 CE. Incluye el derecho a un proceso justo sin
que pueda producirse efectiva indefensión ni puede revisarse en este procedimiento de exequátur de laudo
extranjero el fondo del asunto o el modo en que se ha aplicado el derecho material.

Hemos declarado, siguiendo la doctrina del TS, en los ATSJC 97/2012, de 30 de mayo, STSJC 3/2014, de 7 de
enero, 46/2013, de 25 de marzo, 67/2014, de 15 de mayo y 172/2016, de 15 de diciembre, entre otros, que:

(a) En el sistema español y en el marco de un arbitraje internacional, el orden público es entendido tanto en
sentido procesal como material como una garantía de mínimos identificada con los principios del derecho
internacional imperativo y con los valores esenciales de nuestra Constitución (CE). Como declaró el Tribunal
Constitucional en la STC 43/1986, de 15 de abril (cuya doctrina han reiterado posteriormente las SSTC 54/1989,
de 23 de febrero; 132/1991, de 17 de junio y 91/2000, de 30 de marzo) son los derechos fundamentales y las
libertades públicas garantizados constitucionalmente los que definen la nueva dimensión que el concepto de
orden público ha adquirido a partir de la vigencia de la Constitución de 1978.

El orden público debe ser entendido como el conjunto de principios y normas esenciales que inspiran la
organización política, social y económica de España, con inclusión desde luego de los derechos fundamentales
consagrados en la Constitución, pero no sólo de ellos; el orden público opera en consecuencia como un límite
necesario e imprescindible a la autonomía de la voluntad, a fin de garantizar la efectividad de los derechos
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constitucionales de los ciudadanos, el fundamento de las instituciones y la protección de los conceptos y
valores inspiradores del sistema de democracia social constitucionalmente consagrado.

Y a los efectos del examen de los diversos motivos de nulidad invocados, al amparo del orden público, puede
estimarse la patente arbitrariedad o irracionalidad - art. 9. 3 CE- si bien quedando en todo caso fuera del orden
público, la posible justicia del laudo o el modo más o menos acertado de resolver la cuestión. Y cuando se
trata de impugnar las calificaciones fácticas o jurídicas, no puede pretenderse una revisión del laudo arbitral
como si se tratase de una nueva instancia, siendo aplicable, por un lado, el principio de intervención mínima del
art. 17 LA, y, por otro, la cuestión de fondo no puede revisarse por lo general ni el modo en que se ha aplicado
el derecho material, y

(b) A través del mecanismo del exequátur, los órganos judiciales españoles han de pronunciarse sobre su
validez constitucional, teniendo en cuenta que la CE también abarca la actuación extraterritorial de nuestras
autoridades nacionales, de manera que, a partir de la promulgación de la Norma Suprema " el orden público del
foro ha adquirido así en España un contenido distinto, impregnado en particular por las exigencias del art. 24 de
la Constituciónlo que implica que, a la hora de decidir sobre la ejecución en España de una resolución judicial -o
arbitral- extranjera, los tribunales españoles han de tener en cuenta las garantías contenidas en el  art. 24 C .E. y
han de comprobar si, al dictarse la resolución cuya ejecución se solicita, las mismas se han respetado (por todas,
SSTC 43/1986 de 15 abr. FJ4, 54/1989 de 14 mar. FJ4, 132/1991 de 17 jun. FJ4 y 91/2000 de 30 mar. FJ6).

En cualquier caso, lo que no resulta procedente es que dentro del concepto de orden público se pueda
hacer valer como motivo de oposición una interpretación no acertada realizada por el Tribunal Arbitral en
la interpretación del contrato litigioso y en la declaración de incumplimiento contractual, como si fuera una
nueva instancia. El argumento expuesto obliga a recordar, en primer término, la naturaleza " prima facie"
procesal de este procedimiento, encaminado al desarrollo de una función meramente homologadora de los
efectos de la decisión por reconocer, sin que esté permitido en su seno -tal y como parecen pretender los
demandados- la revisión del fondo del asunto más que en la medida indispensable para asegurar el respeto
a los principios esenciales de nuestro ordenamiento que conforman el concepto de orden público en sentido
internacional, criterio éste consagrado por el Tribunal Constitucional ( SSTC 54/1989 y 132/1991). Y, en fin,
la misma doctrina constitucional añade que el examen de los requisitos establecidos por el ordenamiento
del foro para la homologación del cumplimiento de tales requisitos y la interpretación de las normas que los
establecen son cuestiones de legalidad ordinaria, como declaraba el ATS de 29 de septiembre de 1988-.

Nótese que como se señalaba en el ATS S. 1ª de 8 de octubre de 2002 (FJ. 4) el procedimiento de exequátur
no consiente una indiscriminada revisión de los pronunciamiento del laudo arbitral, lo que ineludiblemente
impide la revisión de las conductas de las partes durante la vigencia del contrato y la valoración que de las
mismas hubiera realizado el Tribunal que ha de ser combatido en el procedimiento de origen, incluso por vía
de anulación en el caso examinado.

3.- La motivación contenida en el laudo arbitral en el FJ. 8 del Tribunal para declarar la validez de las cláusulas
de no competencia se asienta, como hemos puesto de relieve en el FJ. 2 de la presente resolución, en que:

La participación del Sr.  Jose Augusto  y HI en los Acuerdos fueron como inversores y no como empleados,
siendo inaplicable el art. 38. 2 de la ley de contratos danesa.

Ambas cláusulas de no competencia serán de aplicación 2 años después de la "salida". Es la naturaleza de una
obligación de no competencia cubrir también un período posterior a la cesación de las obligaciones mutuas.

Los Demandantes no pueden vender sus acciones sin consentimiento de los demandados si bien los
acuerdos incluyen disposiciones de tag- along y drag-along. Estas son estipulaciones destinadas a regular la
desinversión y la posible salida de los socios. Por el drag-along, el derecho de arrastre favorece al FDCR (Altor)
pues cuando un tercero realiza una oferta de compra de la sociedad por la totalidad del capital social, el socio
que tenga el arrastre puede obligar a que el resto de los socios vendan sus participaciones al comprador. Y
ello es fundamental para los FDCR que tienen un horizonte de inversión temporal y pretenden en un futuro
inmediato la venta de toda la sociedad. Y en el caso del tag-along o derecho de acompañamiento, al contrario
que el anterior, se encarga de proteger a los socios minoritarios puesto que en el caso de que un tercero realiza
una oferta de compra a uno de los socios, el resto podrán (incluso siendo minoritarios) ofrecer sus acciones
al tercero en las mismas condiciones y términos protegiendo al minoritario en caso de cambio de control
societario y facilitar su desvinculación. Nótese como recuerda el laudo que dichas cláusulas de tag-along y
drag-along del art. 4 de Coinversión son términos habituales puesto que los FDCR quieren vender al 100 % la
Empresa en la que entran como inversores, como fue en el caso de autos con HGH.

Con el Sr.  Jose Augusto  se acordó que continuaría como CEO hasta una salida o casi en la salida, pero no se
le dio ninguna garantía, máxime cuando consta probado y justificado que por parte del Sr.  Jose Augusto  se
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produjo un evidente y palmario incumplimiento contractual y se acordó su despido por justa causa y dentro de
este contexto el Tribunal considera que (FJ 8.1) que las cláusulas de competencia no conllevan una restricción
injustificada.

4.- La representación del Sr.  Jose Augusto  y HI introducen en la oposición a la homologación del laudo que
las cláusulas de no competencia quedaban al arbitrio de HGH y no permitían la salida sin consentimiento de
HGH y por ende vulneran el orden público interno.

Dicha alegación fue realizada durante la tramitación del laudo arbitral pero no ha sido incorporada por el
Tribunal para justificar su decisión de la validez de dichas cláusulas. El Tribunal se pronuncia sobre su validez
pero no resuelve ni considera que afecte ello a una posible nulidad dicha alegación que además tampoco
consta que se pretendiera hacer por el Sr.  Jose Augusto  y HI mediante una "salida" determinada y en concreto
sino que tras el despido del Sr.  Jose Augusto  como CEO y justificado su incumplimiento contractual se
afirma que eran nulas por quedar al arbitrio de una de las partes - art. 1256 CCiv.-. El "como" debía realizarse
la salida por el Sr.  Jose Augusto  y/o HI no es la razón decisoria de la validez de las cláusulas, sino que las
mismas se estima por el Tribunal que no se trata de una restricción injustificada y no se puede en este proceso
homologador introducir una cuestión -al amparo de una alegación de violación del orden público- que no ha
sido decidida. Ello comportaría que nos convirtiéramos en una tercera instancia y re-arbitramos el caso de
conformidad con la aplicación de otras de las cláusulas como las 2.1, 2.2 y 2.4 de los acuerdos. Y ello no puede
realizarse en este proceso de carácter homologador y esencialmente procesal, como advertimos.

Hemos declarado - SSTSJ Catalunya 54/2014, de 24 de julio y 47/2015, de 15 de junio (FJ.5)- que la motivación
del laudo no requiere un razonamiento exhaustivo y pormenorizado sobre todas las alegaciones de las partes
siendo suficiente se exprese la razón causal del fallo. Ni se precisa que se pronuncie sobre todos los aspectos
y perspectivas que pueda tener la cuestión, siendo suficiente que el proceso lógico que sirva de soporte
permita conocer cuales han sido los criterios jurídicos esenciales fundamentadores de la decisión (cfr. STS. 1ª
551/2010, de 20 diciembre -fj.2-). Por ello, como advierte la mejor doctrina no toda falta de respuesta judicial
a la totalidad de las alegaciones formuladas infringe el art. 24. 1 CE, pues ha de referirse a las pretensiones y
no a las alegaciones de las partes y que la misma no resulta arbitraria.

En el caso controvertido las representaciones del Sr.  Jose Augusto  y HI mediante la creación de un núcleo
artificioso pretender revisar una inexistente motivación del Tribunal para justificar la nulidad de las cláusulas de
no competencia que por medio de una interpretación debidamente justificada realizada por el Tribunal arbitral
se estima no contienen una restricción injustificada. Y sin tener en cuenta que han sido los demandantes
quienes han incumplido los acuerdos desvían el debate hacia una cuestión como la de que dichas cláusulas
no permitían su salida sin el consentimiento de HGH cuando para ello se requería un nuevo y prohibido en este
proceso homologador examen de una cuestión que no forma parte de la razón decisoria para determinar su
validez y la reinterpretación de los Acuerdos desde otro punto de vista jurídico no realizado por el Tribunal.

Por lo expuesto, procede la desestimación del motivo alegado y fundamentado en la vulneración del orden
público interno.

QUINTO.-  Contradicción del orden público por infringir normativa de Derecho de la competencia.

1.- Los demandados HI y el Sr.  Jose Augusto  alegan que se ha procedido a una vulneración de las normas
más esenciales de Derecho de la competencia europeo y español, toda vez que es el demandante quien a su
libre voluntad decide cuando empieza a computarse el dies a quo. Además, en una apretada síntesis, alegan
que conforme a la Ley de Defensa de la Competencia (en adelante, LDC), puede analizarse si las cláusulas
se encuentran cubiertas por alguna de las excepciones contenidas en la regulación europea, de forma que
excluya la aplicación del art. 1.1 y art. 101 TFUE; comprobándose si la concreta cláusula se encuentra incluida
en la prohibición general de conductas anticompetitivas y si no se encuentra justificada por ninguna de las
excepciones contenidas en el art. 1.3 LDC. Y afirman que el laudo infringe el art. 1.1 LDC al declarar válidas unas
cláusulas de no competencia que de hecho restringen la libre competencia en el mercado español impidiendo
la entrada de un nuevo competidor.

La solicitante del exequátur afirma, en forma resumida, que ni resultan aplicables las normas del derecho de
la competencia ni siquiera puede afirmarse, con éxito, que queda afectado el orden público por aplicación de
la normativa del derecho de la competencia nacional y comunitaria.

2.- Además de reiterar lo afirmado en el fundamento precedente relacionado con el orden público, hemos de
añadir en este punto, como declaraba el ATSJ País Vasco de 7 de noviembre de 2018 (4.1.2) que:

"... Lo anterior debe ser unido con el concepto de orden público, internacionalmente considerado, y cuyo respeto
constituye un ineludible presupuesto del reconocimiento de las resoluciones extranjeras tanto en el derecho
interno español, como en el ordenamiento supranacional, y más específicamente, en el marco del CNY ( Art. 6.
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2 b CNY) carece de un contenido autónomo y uniforme. El TJUE al interpretar el art. 27. 1 del Convenio de 27 de
septiembre de 1968 sobre la competencia judicial y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y
mercantil, que dispone que " Las resoluciones no se reconocerán: 1) si el reconocimiento fuere contrario al orden
público del Estado requerido", ha señalado que no le corresponde definir el contenido del concepto de orden
público en un Estado parte, si bien sí puede controlar los límites dentro de los cuales los Tribunales nacionales
pueden recurrir a este concepto como motivo de denegación del reconocimiento -- sentencias de 28 de marzo
de 2000,as C-7/98 Krombach c Bamberki , y 11 de mayo de 2000 as C-38/98 Renault SA c. Maxicar SpA--. Se
trata, en consecuencia, de un concepto estrictamente nacional, y, en todo caso, de aplicación excepcional -
sentencia de 4 de febrero de 1988, , as. 145/86, Horts, c. Krieg--, respecto del que el Tribunal comunitario solo
ha llegado a definir qué no es, y a establecer únicamente los límites cuya trasgresión autoriza a denegar el
exequátur de la resolución foránea, precisando que se ha de tratar de una violación manifiesta de una norma
considerada esencial o de un derecho reconocido como fundamental por el ordenamiento del Estado receptor
- sentencias as C 7/98 y C38/98; deduciéndose de la jurisprudencia del TEDH (ver sentencia de 13 de febrero
de de 2001, (Asunto 29731/96), conocido como caso Krombach c. Bamberki, estimando la violación del art.
6. 1, en relación con el art. 6.3 del Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos de las
Libertades Fundamentales...... y conlleva, partiendo de que la noción del orden público internacional es más
restringida que la de orden público interno, que la denegación del reconocimiento tan sólo puede tener lugar
en los supuestos deconculcación de principios especialmente esenciales (esencialísimos) del Estado del
exequátur..."

3.- En la Exposición de Motivos de la Ley 15/2007, de 3 de julio, de Defensa de la Competencia (LDC), en relación
con los principios constitucionales sobre la competencia contenidos en nuestra Carta Magna se establece (el
subrayado en negrita es nuestro) que:

"... El art. 38 CE reconoce la libertad de empresa en el marco de una economía de mercado y la garantía y
protección de la misma por los poderes públicos, de acuerdo con las exigencias de la economía en general y,
en su caso, de la planificación. La existencia de una competencia efectiva entre las empresas constituye uno
de los elementos definitorios de la economía de mercado, disciplina la actuación de lasempresas y reasigna
los recursos productivos en favor de los operadores o las técnicas más eficientes. Esta eficiencia productiva
se traslada al consumidor en la forma de menores precios o de un aumento de la cantidad ofrecida de los
productos, de su variedad y calidad, con el consiguiente incremento del bienestar del conjunto de la sociedad...."

"..Por ello, resulta preciso disponer de un sistema que, sin intervenir de forma innecesaria en la libre
toma de decisiones empresariales, permita contar con los instrumentos adecuados para garantizar el buen
funcionamiento de los procesos del mercado....."

"... En cuanto a los tipos de infracción, se mantiene la prohibición de los acuerdos entre empresas y del abuso
de posición de dominio así como del falseamiento de la libre competencia por actos desleales, aclarándose
la redacción de este último tipo....."

El art. 1 de la LDC dispone sobre las conductas colusorias que: "... 1. Se prohíbe todo acuerdo, decisión o
recomendación colectiva, o práctica concertada o conscientemente paralela, que tenga por objeto, produzca o
pueda producir el efecto de impedir, restringir o falsear la competencia en todo o parte del mercado nacional.."
y en su art. 2 LCD sobre el abuso de posición dominante se establece que: ". "Queda prohibida la explotación
abusiva por una o varias empresas de su posición de dominio en todo o en parte del mercado nacional....

En consonancia con ello el art. 101.1 TFUE (antiguo art. 81 TCE) establece (el subrayado en negrita es nuestro)
que:

"1. Serán incompatibles con el mercado interior y quedarán prohibidos todos los acuerdos entre empresas, las
decisiones de asociaciones de empresas y las prácticas concertadas que puedan afectar al comercio entre
los Estados miembros y que tengan por objeto o efecto impedir, restringir o falsear el juego de la competencia
dentro del mercado interior y, en particular, los que consistan en:

a) fijar directa o indirectamente los precios de compra o de venta u otras condiciones de transacción;

b) limitar o controlar la producción, el mercado, el desarrollo técnico o las inversiones;

c) repartirse los mercados o las fuentes de abastecimiento;

d) aplicar a terceros contratantes condiciones desiguales para prestaciones equivalentes, que ocasionen a
éstos una desventaja competitiva;

e) subordinar la celebración de contratos a la aceptación, por los otros contratantes, de prestaciones
suplementarias que, por su naturaleza o según los usos mercantiles, no guarden relación alguna con el objeto
de dichos contratos..."
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4.- El laudo arbitral (FJ.8.3) declara en relación con la violación del derecho a la competencia y su relación con
los acuerdos suscritos entre las partes sobre la no competencia que:

No puede considerarse a los demandantes (el Sr.  Jose Augusto  y HI) como una empresa. Los acuerdos se
suscribieron en la cualidad de ambos de accionistas o inversores. Y la mera capacidad de una persona física o
jurídica como miembro o accionista no puede considerarse una empresa. Al respecto, cita el Tribunal la STJUE
Dansk Rarindustri C189-02 párrafo 101. Y se confirma por la Cassa di Risparmio C-220-04, donde se sostuvo
que la mera tenencia de acciones no constituye una empresa.

El tiempo para la valoración de si es o no una empresa es el momento en que se celebra el acuerdo. Al menos
este es el punto de partida. Es cierto que el Sr.  Jose Augusto  fue y sigue siendo un potencial competidor
pero en marzo de 2002 ninguno de los demandantes era una empresa con actividad económica. Ni el Sr.  Jose
Augusto  ni HI ofrecían servicios ni productos en el mercado, las ofertas se realizaban por parte de Haarslev
Industries A/S.

En la segunda mitad de 2018 pefectuaron una "adquisición condicional" de Oestergaard A/S, es decir, los
demandantes participarán en el negocio de fabricación de maquinaria de transformación, cuando el Sr.  Jose
Augusto  se libere de las cláusulas de no competencia. Sin embargo, dicha liberación no se ha producido
y, por consiguiente, los demandantes no están participando en el negocio de fabricación de maquinaria de
transformación. Y el presente caso debe diferenciarse de la decisión de la Comisión de 12 de diciembre de
1983 en el caso Nutricia (83/670/EFF). En esta decisión se indica expresamente que de Rooji, suscribió los
acuerdos que contenían cláusulas de no competencia en su calidad de futuro propietario de Remia puesto de
Rooji adquirió Remia por medio del contrato que contenía las cláusulas de no competencia.

En definitiva, el Tribunal concluye que no puede considerarse a los demandantes el Sr.  Jose Augusto  y HI como
una empresa, ni siquiera teniendo en cuenta las circunstancias que prevalecían en el momento del despido del
Sr.  Jose Augusto  ni siquiera en las circunstancias actuales. Y rechaza la argumentación de los demandantes
que desde el momento del despido pasa a ser aplicable el derecho de la competencia puesto que ello "...
implicaría que cualquier cláusula de no competencia sería nula, precisamente a partir de la fecha en la cual
debería entrar en vigor..", fallando, en definitiva, que los demandantes no son encuadrables en el concepto de
empresa y que la Ley de la Competencia no es aplicable.

5.- La premisa de partida, tras la valoración de las pruebas practicadas y la aplicación de las normas
tanto danesa como europea así como la jurisprudencia del TJUE es que resulta inaplicable el derecho de
la competencia al Sr.  Jose Augusto  y HI. Estos participaron en la suscripción de los acuerdos como
inversionistas y la mera tenencia de acciones no conforma su consideración de empresa y ello teniendo en
cuenta no solo las circunstancias al momento en que se celebraron los acuerdos como también cuando se
procede al despido con justa causa de CO, como en las circunstancias actuales.

En su consecuencia, según el laudo, no puede considerarse a los demandantes como una empresa (HI y el
Sr.  Jose Augusto ), extremo de cuyo resultado no podemos inferir, sino todo lo contrario, que se vulnere el
orden público por infracción del derecho de la competencia. Hemos expuesto precedentemente en las normas
aplicables al derecho de la competencia tanto internas como europeas que su aplicación lo es en tanto que
la competencia efectiva entre las empresas constituye uno de los elementos definitorios de la economía de
mercado y disciplina la actuación de las empresas.

El marco de aplicación del art. 38 CE es el de la libertad de empresa en una economía de mercado. Y nuestro TC
( STC 37/1987, de 26 de marzo) establece que esta disposición constitucional garantiza el ejercicio de la libre
empresa al tiempo que la defensa de la productividad, siendo que la defensa de la competencia aparece como
una necesaria defensa y no como una restricción de la libertad de empresa y de la economía de mercado ( STC
71/2012, de 18 de noviembre). Además la libertad de empresa es no sólo un corolario de lo que se denomina
como "Constitución económica" sino una garantía de las relaciones entre empresarios y trabajadores ( STC
75/2010, de 19 de octubre).

En definitiva, la normativa de defensa de la competencia tanto a nivel interno como foráneo gira su aplicación
sobre la necesidad de su aplicación a una empresa desde la perspectiva de su dimensión objetiva e
institucional, esto es, en tanto en cuanto elemento de un determinado sistema económico, lo que no puede
aplicarse en el caso controvertido en que resulta rechazado por el Tribunal arbitral la consideración de empresa
del Sr.  Jose Augusto  y HI.

Las representaciones del Sr.  Jose Augusto  y HI obvian dicha calificación o al menos la rechazan sin tener
presente que en el marco de un proceso de homologación del laudo no pueden revisarse las valoraciones
probatorias del Tribunal arbitral o la interpretación de los acuerdos suscritos entre las partes, pues, lo contrario,
sería introducir un mecanismo revisor que resulta improcedente y como en el motivo precedente de oposición
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se fundamentan las alegaciones sin tener presente los motivos determinantes que conforman el fallo arbitral
que son obviados para a partir de ello construir una oposición por vulneración al orden público que debe
desestimarse.

Ha de rechazarse el motivo de oposición, con desestimación íntegra de la oposición formulada.

SEXTO.- Costas .

Procede imponerlas a la parte que se ha opuesto al reconocimiento, de conformidad con el art. 394 LEC.

PARTE DISPOSITIVA

LA SALA DE LO CIVIL Y PENAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUÑA, DECIDE:

Otorgamos el exequátur solicitado por la representación de la entidad HAARSLEV HOLDING SARL (HGH) del
laudo arbitral dictado por el Instituto Danés del Arbitraje, con fecha de 20 de diciembre de 2018, con imposición
de las costas a la parte oponente al exequátur

Notifíquese la presente resolución a las partes, señalándose que contra la misma, no cabe recurso alguno.

Así lo acordamos, mandamos y firmamos. Doy fe.
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